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Manual: Ley de Arrendamientos Urbanos 
------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 
Variaciones introducidas en el texto legal de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos,  
desde el 1 de septiembre de 2026 
------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------ 

Real Decreto-Ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la 
función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible 
 
La Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda modificada como sigue, con inicio de vigencia 
el 1 de octubre de 2026. 
 
Uno. Se modifica el artículo 2, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 2. Arrendamiento de vivienda. 
 
1. Se considera arrendamiento de vivienda habitual aquel arrendamiento que recae sobre una edificación 
habitable cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad de vivienda del arrendatario, incluido el 
arrendamiento parcial de una habitación o estancia de la vivienda. 
 
2. Las normas reguladoras del arrendamiento de vivienda se aplicarán también al mobiliario, los trasteros, las 
plazas de garaje y cualesquiera otras dependencias, espacios arrendados o servicios cedidos como accesorios 
de la finca por el mismo arrendador. 
 
3. Se entenderá por arrendamiento de vivienda temporal aquel arrendamiento que recae sobre una edificación 
habitable, incluido el arrendamiento parcial de una habitación o estancia, que venga a cubrir la necesidad de 
vivienda del arrendatario cuando éste se encuentra temporalmente desplazado de su domicilio habitual, por 
causa justificada y acreditable.» 

 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 3, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«2. Tendrán esta consideración los celebrados para ejercerse en la finca una actividad industrial, comercial, 
artesanal, profesional, asistencial, cultural o docente, cualesquiera que sean las personas que los celebren, 
quedando en todo caso excluidos los que tengan por objeto el alojamiento u hospedaje de personas.» 

 
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 4, que queda como sigue: 
 

«2. Respetando lo establecido en el apartado anterior, los arrendamientos de vivienda previstos en el artículo 2 
se regirán por los pactos, cláusulas y condiciones determinadas por la voluntad de las partes, en el marco de lo 
establecido en el título II de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.» 

 
Cuatro. Se modifica la letra e), y se añade la letra f) al artículo 5, que queda redactado como sigue: 
 

«e) La cesión temporal de uso de la totalidad o parte, de acuerdo con la normativa de las administraciones 
competentes en materia turística, de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, 
comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por cualquier otro modo de comercialización o 
promoción, y realizada con finalidad lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su 
normativa sectorial turística. La duración máxima de este tipo de cesión, que será fijada por las 
administraciones competentes, no podrá en ningún caso superar los treinta y un días. 
 
f) La cesión de uso de habitaciones o estancias de una vivienda que realicen las entidades del tercer sector de 
acción social, en el marco de programas de acogida, inclusión o alojamiento de personas en situación de 
vulnerabilidad, sin finalidad lucrativa y por el tiempo de duración del programa.» 
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Cinco. Se modifica el artículo 7, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 7. Condición de arrendamiento de vivienda habitual y de arrendamiento de vivienda temporal. 
 
1. El arrendamiento de vivienda no perderá esta condición aunque el arrendatario no tenga en la finca 
arrendada su vivienda habitual, siempre que en ella habiten su cónyuge no separado legalmente o de hecho, o 
sus hijos dependientes, o siempre que la esté ocupando en virtud de un contrato de arrendamiento de vivienda 
temporal. 
 
2. Los contratos de arrendamiento de vivienda temporal deberán prever de forma expresa la causa que motiva 
el desplazamiento temporal del arrendatario. Dicha causa deberá ser real y acreditable, recayendo sobre el 
arrendador la carga de la prueba de su existencia. La ausencia de una causa de temporalidad debidamente 
prevista en el contrato lo privará de su naturaleza temporal y comportará su sumisión al presente título en las 
mismas condiciones que los contratos de arrendamiento de vivienda habitual, con efectos retroactivos a la 
formalización del contrato.» 

 
Seis. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 9, que queda redactado como sigue: 
 

«4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a los contratos de arrendamiento de 
vivienda temporal, que en lo relativo a su duración se regirán por lo dispuesto en el artículo 9 bis.» 
 

Siete. Se añade un nuevo artículo 9 bis, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«Artículo 9 bis. Plazo en los arrendamientos de vivienda temporal. 
 
1. En los contratos de arrendamiento de vivienda temporal la duración del arrendamiento será libremente 
pactada por las partes, debiendo ser superior a treinta y un días, y no exceder como regla general de doce 
meses, en atención a las causas que lo motiven. En caso de que el contrato se hubiera concertado por una 
duración inferior a la máxima establecida y, llegada su fecha de finalización, siguiera existiendo el motivo que 
causó la temporalidad, aquél podrá prorrogarse mediante acuerdo expreso de las partes, sin superar nunca 
como regla general la duración máxima de doce meses en conjunto, salvo que la causa de temporalidad 
subsista posteriormente. 
 
2. Siempre que la duración del arrendamiento de vivienda temporal exceda de doce meses sin justificación en 
la causa de temporalidad o se noven o sucedan más de dos contratos de arrendamiento de vivienda temporal 
de forma consecutiva, entre las mismas partes y sobre la misma vivienda, el primero se entenderá celebrado 
como un contrato de arrendamiento de vivienda habitual, y le serán de aplicación todos los preceptos previstos 
para dichos contratos, incluido el plazo mínimo y el régimen de prórrogas previstas en los artículos 9 y 10.» 

 
Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 10, que queda redactado como sigue: 
 

«1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato de arrendamiento de vivienda habitual, o de cualquiera de 
sus prórrogas, una vez transcurridos como mínimo cinco años de duración de aquel, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese notificado a la otra, al menos con cuatro 
meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al menos con dos meses de antelación en el 
caso del arrendatario, su voluntad de no renovarlo, el contrato se prorrogará obligatoriamente por plazos 
anuales hasta un máximo de tres años más, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador con un mes de 
antelación a la fecha de terminación de cualquiera de las anualidades, su voluntad de no renovar el contrato.» 

 
Nueve. Se modifica el artículo 11, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 11. Desistimiento del contrato. 
 
1. El arrendatario podrá desistir del contrato de arrendamiento, una vez que hayan transcurrido al menos seis 
meses, siempre que se lo comunique al arrendador con una antelación mínima de treinta días. 
 
2. En los contratos de arrendamiento de vivienda temporal el arrendatario podrá desistir del contrato una vez 
que haya transcurrido al menos un mes desde su formalización, siempre que se lo comunique al arrendador 
con una antelación mínima de diez días. 
 
3. En los dos apartados anteriores el desistimiento del arrendatario así ejercido no generará derecho de 
indemnización en favor del arrendador.» 
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Diez. Se modifican los apartados 6 y 7, y se añaden nuevos apartados 8 y 9 al artículo 17, que quedan redactados como 
sigue: 
 

«6. En los contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la presente ley en los que el inmueble se ubique 
en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la referida 
zona en los términos dispuestos en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, la renta 
pactada al inicio del nuevo contrato no podrá exceder de la última renta de contrato de arrendamiento de 
vivienda que hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, una vez aplicada la 
cláusula de actualización anual de la renta del contrato anterior. 
 
En ningún caso podrán fijarse nuevas condiciones contractuales que supongan la repercusión al arrendatario 
de cuotas, gastos generales, servicios, impuestos, tasas, cánones, contribuciones especiales u otros conceptos 
análogos que no estuviesen recogidas en el contrato anterior. 
 
Únicamente podrá incrementarse, más allá de lo que proceda de la aplicación de la cláusula de actualización 
anual de la renta del contrato anterior, en un máximo del 10 por ciento sobre la última renta de contrato de 
arrendamiento de vivienda habitual que hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, 
cuando se acredite alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Cuando la vivienda hubiera sido objeto de una actuación de rehabilitación en los términos previstos en el 
apartado 1 del artículo 41 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que hubiera 
finalizado en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento. 
 
b) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento se 
hubieran finalizado actuaciones de rehabilitación o mejora de la vivienda en la que se haya acreditado un 
ahorro de energía primaria no renovable del 30 por ciento, a través de sendos certificados de eficiencia 
energética de la vivienda, uno posterior a la actuación y otro anterior que se hubiese registrado como máximo 
dos años antes de la fecha de la referida actuación. 
 
c) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento se 
hubieran finalizado actuaciones de mejora de la accesibilidad, debidamente acreditadas. 
 
d) Cuando el contrato de arrendamiento se firme por un periodo de diez o más años, o bien, se establezca un 
derecho de prórroga al que pueda acogerse voluntariamente el arrendatario, que le permita de manera 
potestativa prorrogar el contrato en los mismos términos y condiciones durante un periodo de diez o más años. 
 
7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en los contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a 
la presente ley en los que el arrendador sea un gran tenedor de vivienda de acuerdo con la definición 
establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, y en los que el inmueble se ubique 
en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la referida 
zona en los términos dispuestos en la referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, la renta pactada al inicio del nuevo 
contrato no podrá exceder del límite máximo del precio aplicable conforme al sistema de índices de precios de 
referencia atendiendo a las condiciones y características de la vivienda arrendada y del edificio en que se 
ubique, sin que, en ningún caso, puedan fijarse nuevas condiciones contractuales que supongan la repercusión 
al arrendatario de cuotas, gastos generales, servicios, impuestos, tasas, cánones, contribuciones especiales u 
otros conceptos análogos que, directa o indirectamente, impliquen superar el límite máximo de renta aplicable 
conforme al sistema de índices de precios de referencia. A tal efecto, se podrán desarrollar reglamentariamente 
las bases metodológicas de dicho sistema y los protocolos de colaboración e intercambio de datos con los 
sistemas de información estatales y autonómicos de aplicación. 
 
Esta misma limitación se aplicará a los contratos de arrendamiento de vivienda en los que el inmueble se 
ubique en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la 
referida zona en los términos dispuestos en la referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, y sobre el que no hubiese 
estado vigente ningún contrato de arrendamiento de vivienda en los últimos cinco años, siempre que así se 
recoja en la resolución del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, al haberse justificado dicha aplicación en la 
declaración de la zona de mercado residencial tensionado. 
 
8. Cuando en una misma vivienda se celebren de forma sucesiva varios contratos de arrendamiento de 
vivienda temporal, la renta correspondiente a los posteriores no podrá suponer un incremento porcentual anual 
superior al valor correspondiente al Índice de Referencia para la Actualización Anual de los Contratos de 
Arrendamiento de Vivienda (IRAV) vigente. 
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9. En los contratos de arrendamiento parcial por habitaciones o estancias, la suma de las rentas pactadas en 
los contratos parciales que se encuentren vigentes de forma simultánea sobre la misma vivienda no podrá 
exceder el importe de la renta del contrato de arrendamiento unitario de la vivienda completa. 
 
Si la vivienda arrendada se ubica en zona de mercado residencial tensionado, la renta del contrato unitario de 
la vivienda completa o, en defecto de este, la suma de las rentas de los contratos parciales vigentes de manera 
simultánea sobre la misma vivienda deberá respetar, en todo caso, las limitaciones previstas en los apartados 6, 
7 y 8.» 

 
Once. Se modifica el apartado 1 del artículo 18, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«1. Durante la vigencia del contrato, la renta sólo podrá ser actualizada por el arrendador o el arrendatario en la 
fecha en que se cumpla cada año de vigencia del contrato, en los términos pactados por las partes. En defecto 
de pacto expreso, no se aplicará actualización de rentas a los contratos. 
 
En caso de pacto expreso entre las partes sobre algún mecanismo de actualización de valores monetarios que 
no detalle el índice o metodología de referencia, la renta se actualizará para cada anualidad por referencia a la 
variación anual del Índice de Referencia para la Actualización Anual de los Contratos de Arrendamiento de 
Vivienda (IRAV) a fecha de cada actualización, tomando como mes de referencia para la actualización el que 
corresponda al último índice que estuviera publicado en la fecha de actualización del contrato. 
 
En todo caso, el incremento producido como consecuencia de la actualización anual de la renta no podrá 
exceder del resultado de aplicar la variación porcentual experimentada por el Índice de Referencia para la 
Actualización Anual de los Contratos de Arrendamiento de Vivienda (IRAV) a fecha de cada actualización, 
tomando como mes de referencia para la actualización el que corresponda al último índice que estuviera 
publicado en la fecha de actualización del contrato.» 

 
Doce. Se modifica el artículo 20, que queda redactado como sigue: 
 

«1. Las partes podrán pactar que los gastos generales para el adecuado sostenimiento del inmueble, sus 
servicios, cargas y responsabilidades que no sean susceptibles de individualización y que correspondan a la 
vivienda arrendada o a sus accesorios, sean a cargo del arrendatario. En ningún caso podrán imponerse los 
tributos asociados a la vivienda a la parte arrendataria, excepto en los supuestos en los que dicha parte tenga 
la condición de obligado tributario. 
 
En edificios en régimen de propiedad horizontal los gastos serán los que correspondan a la finca arrendada en 
función de su cuota de participación. 
 
En edificios que no se encuentren en régimen de propiedad horizontal, no se podrán imputar los gastos de 
comunidad a la parte arrendataria. 
 
Para su validez, este pacto deberá constar por escrito y determinar el importe anual de dichos gastos a la fecha 
del contrato. El pacto que se refiera a tributos no afectará a la Administración. 
 
2. Los gastos de gestión inmobiliaria y de formalización del contrato no podrán ser repercutidos al arrendatario, 
ni directa ni indirectamente, bajo ningún concepto o denominación. 
 
Se entenderá por gastos de gestión inmobiliaria y de formalización cualquiera derivado de servicios prestados 
para la preparación, formalización, gestión, novación o renovación del contrato de arrendamiento. 
 
Cualquier otro servicio no esencial para la perfección del contrato de arrendamiento sólo podrá ser a cargo del 
arrendatario si este lo ha solicitado de manera expresa por escrito, habiendo sido informado previamente de su 
carácter opcional y de su coste. 
 
3. Durante los cinco primeros años de vigencia del contrato, o durante los siete primeros años si el arrendador 
fuese persona jurídica, la suma que el arrendatario haya de abonar por el concepto a que se refiere el apartado 
1, con excepción de los tributos señalados en el apartado 1, sólo podrá incrementarse, por acuerdo de las 
partes, anualmente, y nunca en un porcentaje superior al doble de aquel en que pueda incrementarse la renta 
conforme a lo dispuesto en el artículo 18.1. 
 
4. Los gastos por servicios con que cuente la finca arrendada que se individualicen mediante aparatos 
contadores serán en todo caso de cuenta del arrendatario. 
 
5. El pago de los gastos a que se refiere el presente artículo se acreditará en la forma prevista en el artículo 
17.4.» 
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Trece. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 21, con el siguiente tenor: 
 

«5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3, cuando existan daños o desperfectos en la vivienda que 
afecten a su habitabilidad, su seguridad o su salubridad, o en general, sean necesarias reparaciones de las 
previstas en el apartado 1, el arrendatario podrá requerir al arrendador, mediante comunicación por escrito, la 
reparación necesaria, adjuntando un presupuesto razonable para su ejecución. El arrendador dispondrá de un 
plazo de quince días naturales desde la recepción del requerimiento para aceptar el presupuesto, proponer una 
reparación alternativa o ejecutar directamente la reparación. 
 
Transcurrido dicho plazo sin respuesta o en caso de negativa injustificada, el arrendatario podrá ejecutar las 
obras necesarias y descontar su importe de las rentas futuras. El coste de la reparación deberá ser razonable y 
adecuado a los daños y desperfectos que afecten a la habitabilidad y salubridad que se pretendan subsanar y 
quedar acreditado documentalmente.» 

 
Catorce. Se añade un nuevo artículo 21 bis, que queda redactado del siguiente modo: 
 

«Artículo 21 bis. Conservación de la vivienda temporal. 
 
Corresponderá, en todo caso, al arrendador la obligación de conservar la vivienda en condiciones de 
habitabilidad para servir al uso convenido, así como las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el 
uso ordinario de la vivienda. El arrendatario deberá ponerlo en conocimiento del arrendador en el más breve 
plazo desde su detección o conocimiento, quien vendrá obligado a responder en el plazo máximo de cinco días 
hábiles, transcurridos los cuales, sin respuesta, se entenderá que el arrendatario podrá hacer las reparaciones 
necesarias, exigiendo de inmediato su importe al arrendador o, en su defecto, previa justificación al arrendador, 
descontando su importe del precio de la renta del arrendamiento del mes siguiente.» 

 
Quince. Se modifica el artículo 25, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 25. Derecho de adquisición preferente. 
 
1. En caso de venta de la vivienda arrendada, tendrá el arrendatario derecho de adquisición preferente sobre la 
misma, en las condiciones previstas en los apartados siguientes. 
 
2. El arrendatario podrá ejercitar un derecho de tanteo sobre la finca arrendada en un plazo de treinta días 
naturales, a contar desde el siguiente en que se le notifique en forma fehaciente la decisión de vender la finca 
arrendada, el precio y las demás condiciones esenciales de la transmisión. Cuando la vivienda se transmita 
conjuntamente con otras viviendas, locales, inmuebles o activos, la notificación deberá expresar el precio 
imputado a la vivienda arrendada y los criterios objetivos utilizados para su determinación. 
 
Los efectos de la notificación prevenida en el párrafo anterior caducarán a los ciento ochenta días naturales 
siguientes a la misma. 
 
3. En el caso a que se refiere el apartado anterior, podrá el arrendatario ejercitar el derecho de retracto, con 
sujeción a lo dispuesto en el artículo 1.518 del Código Civil, cuando no se le hubiese hecho la notificación 
prevenida o se hubiese omitido en ella cualquiera de los requisitos exigidos, incluidos, en su caso, el precio 
imputado a la vivienda arrendada y los criterios utilizados para su determinación, así como cuando resultase 
inferior el precio efectivo de la compraventa imputable a la vivienda arrendada o menos onerosas sus restantes 
condiciones esenciales. El derecho de retracto caducará a los treinta días naturales, contados desde el 
siguiente a la notificación que en forma fehaciente deberá hacer el adquirente al arrendatario de las 
condiciones esenciales en que se efectuó la compraventa, mediante entrega de copia de la escritura o 
documento en que fuere formalizada. 
 
4. El derecho de tanteo o retracto del arrendatario tendrá preferencia sobre cualquier otro derecho similar, 
excepto el retracto reconocido al condueño de la vivienda o el convencional que figurase inscrito en el Registro 
de la Propiedad al tiempo de celebrarse el contrato de arrendamiento. 
 
5. Para inscribir en el Registro de la Propiedad los títulos de venta de viviendas arrendadas deberá justificarse 
que han tenido lugar, en sus respectivos casos, las notificaciones prevenidas en los apartados anteriores, con 
los requisitos en ellos exigidos. Cuando la vivienda se transmita conjuntamente con otras viviendas, locales, 
inmuebles o activos, deberá hacerse constar en la escritura el precio imputado a la vivienda arrendada y los 
criterios objetivos utilizados para su determinación. Cuando la vivienda vendida no estuviese arrendada, para 
que sea inscribible la adquisición, deberá el vendedor declararlo así en la escritura, bajo la pena de falsedad en 
documento público. 
 
6. Cuando la venta recaiga, además de sobre la vivienda arrendada, sobre los demás objetos alquilados como 
accesorios de la vivienda por el mismo arrendador a que se refiere el artículo 3, no podrá el arrendatario 
ejercitar los derechos de adquisición preferente sólo sobre la vivienda. 
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7. Los derechos de tanteo y retracto del arrendatario no decaerán por el hecho de que la vivienda arrendada se 
transmita conjuntamente con otras viviendas, locales, inmuebles o activos, siempre que la vivienda sea 
jurídicamente individualizable. 
 
A estos efectos, el precio imputable a la vivienda arrendada será el que resulte de la distribución proporcional 
del precio global de transmisión conforme a criterios objetivos y verificables, atendiendo preferentemente al 
valor de referencia catastral o, en su defecto, a tasación independiente. Serán ineficaces frente al arrendatario 
las asignaciones de precio que tengan por finalidad impedir u obstaculizar el ejercicio del derecho de 
adquisición preferente. 
 
En los casos de venta conjunta, de manera subsidiaria al ejercicio del arrendatario, la legislación sobre vivienda 
podrá establecer el derecho de tanteo y retracto, respecto a la totalidad del inmueble, en favor del órgano que 
designe la Administración competente en materia de vivienda, resultando de aplicación lo dispuesto en los 
apartados anteriores a los efectos de la notificación y del ejercicio de tales derechos. 
 
Si en el inmueble sólo existiera una vivienda, el arrendatario tendrá los derechos de tanteo y retracto previstos 
en este artículo. 
 
8. Las partes no podrán pactar la renuncia del arrendatario al derecho de adquisición preferente.» 

 
Dieciséis. Se modifica la letra f) del apartado 2 del artículo 27, que queda redactado como sigue: 
 

«f) Cuando la vivienda deje de estar destinada de forma primordial a satisfacer la necesidad de vivienda del 
arrendatario o de quien efectivamente la viniera ocupando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.» 

 
Diecisiete. Se modifica el apartado 5 del artículo 36, que queda redactado como sigue: 

 
«5. Las partes podrán pactar una garantía del cumplimiento por el arrendatario de sus obligaciones 
arrendaticias adicional a la fianza en metálico. 
 
En ningún caso podrá exigirse al arrendatario la contratación de seguros de impago de renta u otras coberturas 
análogas. 
 
En el caso del arrendamiento de vivienda, en contratos de hasta cinco años de duración, o de hasta siete años 
si el arrendador fuese persona jurídica, el valor de esta garantía adicional no podrá exceder de dos 
mensualidades de renta. En el caso de los arrendamientos temporales el valor de esta garantía no podrá 
exceder de una mensualidad de la renta.» 

 
Dieciocho. Se introduce un nuevo apartado 7 al artículo 36, con el siguiente tenor: 
 

«7. A la finalización del contrato, las partes deberán dejar constancia por escrito del estado de la vivienda en el 
momento de entrega de la posesión mediante un documento de finalización del arrendamiento firmado por 
ambas partes. 
 
En caso de no suscribirse el documento de finalización, o de que no se refleje en él desperfecto alguno, se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que la vivienda fue entregada en estado adecuado de conservación.» 

 
Diecinueve. Se modifica el artículo 37, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 37. Formalización del arrendamiento. 
 
1. Las partes podrán compelerse recíprocamente a la formalización por escrito del contrato de arrendamiento. 
 
En este caso, se hará constar la identidad de los contratantes, la identificación de la finca arrendada, la 
duración pactada, la renta inicial del contrato y las demás cláusulas que las partes hubieran libremente 
acordado. 
 
2. A instancia de la parte arrendataria, será obligatoria la formalización por escrito del contrato de 
arrendamiento. El incumplimiento de esta obligación no afectará en ningún caso a la validez y eficacia del 
contrato verbalmente celebrado, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que pudieren derivarse 
conforme a la legislación sectorial aplicable.» 
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Veinte. Se modifica el Título V, que queda redactado de la siguiente manera: 
 

«TÍTULO V 
 

Régimen sancionador aplicable a los efectos de la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos y el Reglamento 
(UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, sobre la recogida y el 

intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de alojamientos de corta duración y por el que se 
modifica el Reglamento (UE) 2018/1724 

 
Artículo 38. Sujetos responsables. 
 
1. El incumplimiento por las plataformas en línea de alquiler de corta duración de las obligaciones de suministro 
e intercambio de datos vinculadas a la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos, previstas en el Reglamento 
(UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, se regirá por lo dispuesto en el 
presente título. 
 
Lo anterior se entiende sin perjuicio de las competencias reguladoras que correspondan a las comunidades 
autónomas en materias como vivienda, turismo, consumo o urbanismo, y de las competencias que ostenten las 
administraciones públicas conforme a la legislación estatal, autonómica o local, para inspeccionar y sancionar 
las conductas relacionadas con la oferta, publicidad, intermediación, formalización o ejecución de dichos 
contratos. 
 
2. Son sujetos responsables de este régimen sancionados las plataformas en línea de alquiler de corta 
duración, de acuerdo con el Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril 
de 2024, que incurran en las infracciones tipificadas en el mismo. 
 
Artículo 39. Infracciones. 
 
Constituyen infracciones que se clasificarán en muy graves, graves y leves los actos y conductas a las que se 
refieren los artículos siguientes. 
 
Artículo 40. Infracciones consideradas muy graves. 
 
Se considerará muy grave el incumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, y no 
se lleve a cabo la recogida y transmisión mensual o trimestral, según el caso, de los datos a la Ventanilla Única 
Digital de Arrendamientos. 
 
Artículo 41. Infracciones consideradas graves. 
 
Se considerará grave el incumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, y se 
haga la recogida y transmisión mensual o trimestral, según el caso, pero los datos enviados no sean completos 
y exactos. 
 
Artículo 42. Infracciones consideradas leves. 
 
Se considerarán leves: 
 
a) La no interconexión con la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos a los efectos del cumplimiento de las 
obligaciones descritas en el artículo 7.1.c) del Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de abril de 2024. 
 
b) El cumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, fuera del plazo previsto 
normativamente. 
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Artículo 43. Sanciones y medidas correctivas. 
 
1. La cuantía de las sanciones podrá incrementarse en atención a: 
 
a) La gravedad y trascendencia del hecho. 
 
b) La reincidencia, por la comisión en el término de dos años de más de una infracción de la misma naturaleza, 
cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 
 
c) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción. 
 
d) El criterio de proporcionalidad. 
 
2. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de un millón de euros, pudiéndose incrementarse esa 
cantidad hasta alcanzar una cuantía equivalente al 2 % como máximo del volumen de negocio total anual 
global del ejercicio financiero anterior; las graves con multa de quinientos mil euros, pudiéndose incrementarse 
esa cantidad hasta alcanzar una cuantía equivalente al 1 % como máximo del volumen de negocio total anual 
global del ejercicio financiero anterior, y las leves con multa de cien mil euros. 
 
3. Junto con la sanción económica podrá imponerse la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
garantizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 2024/1028, 
incluyendo actuaciones de subsanación, adaptación tecnológica, auditoría de sistemas y remisión 
complementaria de información. 
 
4. Será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» la información que identifique al infractor, la 
infracción cometida y el importe de la sanción impuesta, cuando se trate de infracciones graves o muy graves y 
la sanción sea firme en vía administrativa. 
 
Artículo 44. Prescripción y caducidad. 
 
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y las leves al año. Las 
sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las impuestas 
por la comisión de infracciones graves a los tres años y las impuestas por infracciones leves al año. 
 
2. El plazo de prescripción de la infracción no comenzará a computar hasta que esta se manifieste o exteriorice 
y, en el caso de infracciones continuadas, solo cuando finalice la acción infractora o el último acto con que la 
infracción se consume. 
 
3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que sea 
ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla. 
Interrumpirá la prescripción en estos supuestos la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al infractor. En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada o de reposición 
interpuesto contra la resolución por la que se imponga la sanción, el plazo de prescripción de la sanción 
comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo legalmente previsto para la 
resolución de dichos recursos. 
 
4. Se producirá la caducidad del procedimiento sancionador en caso de no haber recaído resolución 
transcurridos nueve meses desde su iniciación. La falta de impulso de alguno de los trámites seguidos en el 
procedimiento no producirá por sí misma su caducidad. Si se acuerda la acumulación en un único 
procedimiento de infracciones que hasta entonces se tramitaban separadamente, el plazo para dictar 
resolución se contará desde el acuerdo de iniciación del último de los procedimientos incoado. 
 
Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los documentos y otros 
elementos de prueba obtenidos en dicho procedimiento, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios 
en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad en relación con el mismo u otro 
responsable. 
 
En cualquier caso, podrá iniciarse un procedimiento sancionador en tanto no haya prescrito la infracción, con 
independencia del momento en que hubieran finalizado las diligencias preliminares dirigidas al esclarecimiento 
de los hechos o la caducidad de un procedimiento previo sobre los mismos hechos. 
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5. De forma complementaria a los supuestos recogidos en el artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el transcurso del plazo de nueve meses 
previsto para resolver el procedimiento se podrá suspender, mediante resolución motivada, cuando deba 
solicitarse a terceros la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios o cuando se requiera 
la cooperación o coordinación con otras entidades. A tales efectos, el tiempo de suspensión abarcará el tiempo 
que transcurra desde la remisión de la solicitud hasta la recepción de la información solicitada por el órgano 
competente para continuar el procedimiento. 
 
6. En caso de sanciones pecuniarias impuestas sobre entidades disueltas y liquidadas, la administración 
correspondiente podrá dirigirse, para el cobro de las sanciones pecuniarias impuestas a dichas entidades, 
contra los socios o partícipes que responderán solidariamente del importe de la deuda y hasta el límite del valor 
de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado. 
 
Artículo 45. Garantías procedimentales. 
 
No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en esta ley sino en virtud de procedimiento 
instruido con arreglo a lo dispuesto en este título y, supletoriamente, en la normativa de procedimiento 
administrativo común. 
 
Artículo 46. Órganos competentes. 
 
1. Son órganos competentes para la imposición de sanciones: 
 
a) La persona titular de la Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana, para la sanción de las 
infracciones muy graves. 
 
b) La persona titular de la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura, para la sanción de 
las infracciones graves. 
 
c) La persona titular de la Dirección General de Planificación y Evaluación, para la sanción de las infracciones 
leves. 
 
2. Las competencias del apartado 1 podrán ser delegadas en la medida y extensión que se considere 
conveniente, y en concreto, en órganos que tengan encomendada la tramitación automatizada de denuncias. 
 
Artículo 47. Incoación. 
 
1. El procedimiento sancionador se incoará de oficio por el órgano competente de la Secretaría de Estado de 
Vivienda y Agenda Urbana que tenga noticia de los hechos que puedan constituir infracciones tipificadas en 
esta ley, por iniciativa propia o mediante denuncia de cualquier persona que tenga conocimiento de los hechos. 
 
El procedimiento podrá iniciarse a partir de la aplicación de técnicas automatizadas de comprobación de 
información. 
 
2. El acuerdo de inicio, además del contenido señalado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, deberá contener 
una referencia a que se dispone de un plazo de veinte días naturales para efectuar el pago, con la reducción y 
las consecuencias establecidas en el artículo 49, o para formular las alegaciones y proponer las pruebas que 
estime convenientes. En este caso, se indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde puede 
presentarlas. Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no se han formulado alegaciones o no se ha 
abonado la multa, se indicará que el procedimiento se tendrá por concluido el día siguiente a la finalización de 
dicho plazo, conforme se establece en el artículo 50.4. 
 
3. Con carácter previo a la incoación del procedimiento sancionador por incumplimientos de carácter técnico o 
documental, el órgano competente podrá requerir la subsanación en un plazo de quince días, salvo que 
concurra dolo o reincidencia. 
 
Artículo 48. Clases de procedimiento sancionador. 
 
1. Notificado el acuerdo de inicio, ya sea en el acto o en un momento posterior, el denunciado dispondrá de un 
plazo de veinte días naturales para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción, o para formular las 
alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. Si se efectúa el pago de la sanción en las 
condiciones indicadas, se seguirá el procedimiento sancionador abreviado, y en caso de no hacerlo, el 
procedimiento sancionador ordinario. 
 
2. El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación cuando se aprecie alguna de las 
circunstancias del artículo 43.1, y ello suponga la posibilidad de incrementar la cuantía de la sanción. 
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Artículo 49. Procedimiento sancionador abreviado. 
 
Una vez realizado el pago voluntario de la sanción dentro del plazo de veinte días naturales contados desde el 
día siguiente al de la notificación del acuerdo de inicio, concluirá el procedimiento sancionador con las 
siguientes consecuencias: 
 
a) La reducción del cincuenta por ciento del importe de la sanción. 
 
b) La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que se formulen se tendrán por no presentadas. 
 
c) La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución expresa, el día en que se realice el 
pago. 
 
d) El agotamiento de la vía administrativa, siendo recurrible únicamente ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo. 
 
e) El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se iniciará el día siguiente a aquel en que 
tenga lugar el pago. 
 
f) La firmeza de la sanción en la vía administrativa desde el momento del pago, produciendo plenos efectos 
desde el día siguiente. 
 
Artículo 50. Procedimiento sancionador ordinario. 
 
1. Notificado el acuerdo de inicio, el interesado dispondrá de un plazo de veinte días naturales para formular las 
alegaciones que tenga por conveniente y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 
 
2. El instructor podrá acordar que se practiquen las pruebas que estime pertinentes para la averiguación y 
calificación de los hechos y para la determinación de las posibles responsabilidades. La denegación de la 
práctica de las pruebas deberá ser motivada, dejando constancia en el procedimiento sancionador. 
 
3. Concluida la instrucción del procedimiento sancionador, el órgano instructor elevará propuesta de resolución 
al órgano competente para sancionar para que dicte la resolución que proceda. Únicamente se dará traslado 
de la propuesta al interesado, para que pueda formular nuevas alegaciones en el plazo de quince días 
naturales, si figuran en el procedimiento sancionador o se han tenido en cuenta en la resolución otros hechos u 
otras alegaciones y pruebas diferentes a las aducidas por el interesado. 
 
4. Si el denunciado no formula alegaciones ni abona el importe de la multa en el plazo de veinte días naturales 
siguientes al de la notificación del acuerdo de inicio, éste surtirá el efecto de acto resolutorio del procedimiento 
sancionador en los siguientes casos: 
 
a) Infracciones leves en todos los casos. 
 
b) Infracciones graves. En estos supuestos, la sanción podrá ejecutarse transcurridos treinta días naturales 
desde la notificación de la denuncia. 
 
5. La terminación del procedimiento pone fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día 
siguiente al transcurso de los treinta días antes indicados. 
 
Artículo 51. Recursos en el procedimiento sancionador ordinario. 
 
1. La resolución sancionadora pondrá fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día 
siguiente a aquel en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos, o, en su caso, una vez haya 
transcurrido el plazo indicado en el artículo 51.4. 
 
2. Contra las resoluciones sancionadoras, podrá interponerse recurso de reposición, con carácter potestativo, 
en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de su notificación. El recurso se interpondrá ante el 
órgano que dictó la resolución sancionadora, que será el competente para resolverlo. 
 
3. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de la sanción, 
si fuera calificada como leve. En el caso de que el recurrente solicite la suspensión de la ejecución, ésta se 
entenderá denegada transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin que se haya resuelto. 
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4. No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso hechos, documentos y alegaciones del recurrente que 
pudieran haber sido aportados en el procedimiento originario. 
 
5. El recurso de reposición regulado en este artículo se entenderá desestimado si no recae resolución expresa 
en el plazo de un mes, quedando expedita la vía contencioso-administrativa.» 

 
Veintiuno. Se añade una nueva disposición adicional duodécima, con el siguiente contenido: 
 

«Disposición adicional duodécima. Respecto a la legislación autonómica. 
 
1. La presente ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva que el artículo 149.1.8.º de la Constitución 
Española otorga al Estado en materia de legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y 
desarrollo por las comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan, 
como en la Comunidad Autónoma de Cataluña, y sin perjuicio, asimismo, de las competencias de las 
comunidades autónomas en materia de vivienda y de las normas dictadas por las mismas en ejercicio de las 
competencias anteriormente mencionadas. 
 
2. En particular, las previsiones de esta ley relativas al arrendamiento de vivienda temporal y de habitaciones o 
estancias de una vivienda se entienden sin perjuicio de las disposiciones que, en ejercicio de las competencias 
a que se refiere el apartado anterior, hayan dictado o dicten las comunidades autónomas, que serán de 
aplicación en su respectivo ámbito territorial.» 

 
Veintidós. Se añade una nueva disposición transitoria octava, con el siguiente contenido: 
 

«Disposición transitoria octava. Régimen de los contratos de temporada o de vivienda temporal formalizados 
antes de la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan 
medidas urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda 
asequible. 
 
1. Los contratos de arrendamiento por temporada, de vivienda temporal, y los de similar naturaleza sometidos a 
la presente ley, celebrados con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 26/2026, de 29 de 
septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la 
ampliación de la oferta de vivienda asequible, continuarán gozando de la consideración de contratos de 
arrendamiento para uso distinto del de vivienda y rigiéndose por lo establecido en el régimen jurídico que les 
era de aplicación hasta la finalización del plazo de duración pactado en el propio contrato, alcanzado el cual 
quedarán extinguidos sin posibilidad de prórroga. 

 
2. El arrendamiento temporal renovado se regirá por lo dispuesto en la presente ley para los arrendamientos de 
vivienda temporal.» 

 
Real Decreto-Ley 27/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para reforzar la 
estabilidad de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual 
 
Se modifica el artículo 10 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que queda redactado 
como sigue, con inicio de vigencia el 2 de octubre de 2026. 
 

«1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato de arrendamiento de vivienda habitual, o de cualquiera de 
sus prórrogas, incluidas las voluntarias y las reguladas por ley, una vez transcurridos como mínimo cinco años 
de duración de aquel, o siete años si el arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese 
notificado a la otra, al menos con seis meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al 
menos con dos meses de antelación en el caso del arrendatario, su voluntad de no prorrogarlo, el contrato se 
prorrogará obligatoriamente por plazos sucesivos de cinco años, o siete años si el arrendador fuese persona 
jurídica. 
 
En los casos en que el arrendador comunique válidamente la voluntad de no prorrogar el contrato conforme al 
párrafo anterior, vendrá obligado a indemnizar al arrendatario con una cantidad equivalente, al menos, al 
importe de doce mensualidades de renta de una vivienda de análogas características a la arrendada. Dicha 
indemnización deberá calcularse, siempre que ello sea posible, en base al sistema estatal de referencia de 
precios de alquiler de vivienda, y en ningún caso podrá ser inferior al importe equivalente a una mensualidad de 
renta por cada año que el arrendatario haya residido en la vivienda, prorrateándose por meses los períodos 
inferiores al año y por días los inferiores al mes. La indemnización se abonará en el momento de la entrega de 
la vivienda, salvo en el supuesto previsto en la letra a) del apartado segundo. 
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No procederá la indemnización prevista en el párrafo anterior cuando, en relación con el vencimiento al que se 
refiera la comunicación de no prórroga, el arrendatario reúna los requisitos legalmente establecidos para 
obtener, a su solicitud, una prórroga legal del contrato de aceptación obligatoria para el arrendador, aunque no 
la hubiera solicitado. 
 
La enajenación de la vivienda arrendada no afectará al derecho del arrendatario a la indemnización prevista en 
este apartado, que corresponderá al adquirente que se subrogue en la posición del arrendador, siempre y 
cuando no se dé ninguna de las circunstancias recogidas en el apartado 2. 
 
2. La indemnización prevista en el apartado anterior tampoco procederá en los siguientes casos, que deberán 
hacerse constar de forma expresa, detallada y por escrito en la notificación de preaviso: 
 
a) Cuando el arrendador, siendo persona física, necesite la vivienda para destinarla a vivienda permanente 
para sí o para sus familiares en segundo grado de consanguinidad o por adopción, o para su cónyuge en los 
supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial. Si transcurridos tres meses desde 
la entrega de la vivienda esta no hubiera sido ocupada por las personas indicadas, salvo causa de fuerza 
mayor, el arrendatario tendrá derecho a la indemnización prevista en el apartado 1, que será exigible desde el 
momento en que transcurra dicho plazo. 
 
b) Cuando el arrendatario no haya habitado la vivienda arrendada durante más de seis meses en los doce 
anteriores a la notificación, salvo que la ausencia obedezca a causa justificada, como razones de salud, trabajo, 
estudios o cuidado de familiares, o que en ella hayan seguido habitando las personas previstas en el artículo 
7.1. 
 
c) Cuando el arrendatario disponga, en la fecha de la notificación y en el mismo municipio, de otra vivienda 
apta para atender sus necesidades, como titular del pleno dominio o de un derecho real de uso o disfrute y 
pueda ocuparla. 
 
d) Cuando las partes suscriban un nuevo contrato de arrendamiento de vivienda habitual. 
 
e) Cuando el arrendatario rechace de forma expresa o tácita una oferta fehaciente de formalización de un 
nuevo contrato de arrendamiento de vivienda habitual sobre la misma vivienda, formulada por el arrendador 
dentro del plazo de preaviso previsto en el apartado 1. 
 
Para que esta causa resulte aplicable, la oferta deberá garantizar la permanencia del arrendatario por un plazo 
mínimo de cinco años, o siete años si el arrendador fuese persona jurídica. Asimismo, el importe económico 
total de la nueva renta mensual deberá ajustarse a las reglas de determinación de la renta previstas en el 
artículo 17.6 de la presente Ley, incluso cuando el inmueble no se ubique en una zona de mercado residencial 
tensionado. 
 
f) Cuando concurra alguna otra circunstancia debidamente justificada que, en el caso concreto, determine la 
prevalencia de los intereses del arrendador cuando este tenga vulnerabilidad acreditada. 
 
3. En todos aquellos supuestos en los que, tras haber manifestado el arrendador su voluntad de no prorrogar el 
contrato, finalmente las partes acuerden formalizar una prórroga voluntaria o convencional, esta no podrá ser 
inferior a los plazos previstos en el apartado primero de este artículo. 
 
4. Son nulas, y se tendrán por no puestas, las estipulaciones previstas en los acuerdos de prórroga que 
modifiquen las condiciones del contrato original en perjuicio del arrendatario, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 6 de la presente ley. 
 
5. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los que finalice el periodo 
de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el de cualquiera de las prórrogas previstas en el apartado 
primero de este artículo, y siempre que el contrato hubiera de extinguirse por haber comunicado válidamente el 
arrendador su voluntad de no prorrogarlo, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga 
extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo de un año, durante el cual se 
seguirá aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria requerirá la acreditación por parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y 
económica sobre la base de un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de 
ámbito municipal o autonómico y deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando este sea un 
gran tenedor de vivienda en los términos del artículo 3.k) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la 
vivienda, salvo que se hubiese suscrito entre las partes un nuevo contrato de arrendamiento. Esta prórroga no 
será acumulable con otras prórrogas extraordinarias establecidas por norma con rango de ley; cuando 
concurran varias, el arrendatario podrá optar por la que le resulte más favorable, sin perjuicio de la aplicación 
preferente de la prevista en el apartado siguiente. 
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6. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley, en los que el inmueble se 
ubique en una zona de mercado residencial tensionado y dentro del periodo de vigencia de la declaración de la 
referida zona en los términos dispuestos en la legislación estatal en materia de vivienda, finalice el periodo de 
prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1 de esta ley o el de cualquiera de las prórrogas previstas en el 
apartado 1, y siempre que el contrato hubiera de extinguirse por haber comunicado válidamente el arrendador 
su voluntad de no prorrogarlo, previa solicitud del arrendatario, podrá prorrogarse de manera extraordinaria el 
contrato de arrendamiento por plazos anuales, por un periodo máximo de tres años, durante los cuales se 
seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador, salvo que se hayan fijado otros 
términos o condiciones por acuerdo entre las partes, se haya suscrito un nuevo contrato de arrendamiento con 
las limitaciones en la renta que en su caso procedan por aplicación de lo dispuesto en los apartados sexto y 
séptimo del artículo 17 de esta ley, o en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y 
condiciones establecidos en el artículo 9.3 de esta ley, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para 
destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en segundo grado de consanguinidad o por adopción 
o para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial. Esta 
prórroga es incompatible con otras prórrogas extraordinarias establecidas por norma con rango de ley y se 
aplicará con carácter preferente.» 

 
Resolución de 2 de octubre de 2026, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación del 
Acuerdo de derogación del Real Decreto-Ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas 
urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible 
 
Se acuerda por el Congreso de los Diputados, en su sesión del día 2 de octubre de 2026, la derogación del  
Real Decreto-Ley 26/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la 
función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible.  
 
Acuerdo publicado en el BOE número 245, de 2 de octubre de 2026. 
 
Resolución de 2 de octubre de 2026, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación del 
Acuerdo de derogación del Real Decreto-Ley 27/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas 
urgentes para reforzar la estabilidad de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual 
 
Se acuerda por el Congreso de los Diputados, en su sesión del día 2 de octubre de 2026, la derogación del  
Real Decreto-Ley 27/2026, de 29 de septiembre, por el que se adoptan medidas urgentes para reforzar la estabilidad de 
los contratos de arrendamiento de vivienda habitual.   
 
Acuerdo publicado en el BOE número 245, de 2 de octubre de 2026. 
 
Real Decreto-Ley 28/2026, de 6 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para reforzar la estabilidad 
de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual 
 
Se modifica el artículo 10 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, con inicio de vigencia el 
15 de noviembre de 2026, que queda redactado como sigue: 
 

«1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato de arrendamiento de vivienda habitual, o de cualquiera de 
sus prórrogas, incluidas las voluntarias y las reguladas por ley, una vez transcurridos como mínimo cinco años 
de duración de aquel, o siete años si el arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese 
notificado a la otra, al menos con seis meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al 
menos con dos meses de antelación en el caso del arrendatario, su voluntad de no prorrogarlo, el contrato se 
prorrogará tácita y obligatoriamente por plazos sucesivos de cinco años, o siete años si el arrendador fuese 
persona jurídica. 
 
En los casos en que el arrendador comunique válidamente la voluntad de no prorrogar el contrato conforme al 
párrafo anterior, vendrá obligado a indemnizar al arrendatario con una cantidad equivalente al mayor de los 
siguientes importes: doce mensualidades calculadas conforme al valor superior del rango individualizado que 
corresponda a la vivienda arrendada en el sistema estatal de referencia de precios de alquiler de vivienda; o 
una mensualidad calculada conforme al mismo valor por cada año que el arrendatario haya residido en la 
vivienda, prorrateándose por meses los períodos inferiores al año y por días los inferiores al mes. Cuando no 
pueda obtenerse un valor individualizado de la vivienda en el sistema estatal de referencia de precios de 
alquiler de vivienda, los importes previstos en el párrafo anterior se calcularán tomando como referencia la 
renta mensual vigente del contrato en la fecha de la comunicación de no prórroga. La indemnización se 
abonará en el momento de la entrega de la vivienda, salvo en el supuesto previsto en la letra a) del apartado 
segundo. 
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No procederá la indemnización prevista en el párrafo anterior cuando, en relación con el vencimiento al que se 
refiera la comunicación de no prórroga, el arrendatario reúna los requisitos legalmente establecidos para 
obtener, a su solicitud, una prórroga legal del contrato de aceptación obligatoria para el arrendador y no la 
hubiera solicitado. Cuando el arrendatario solicite dicha prórroga y esta resulte aplicable, el derecho a la 
indemnización quedará diferido hasta la finalización de la prórroga, momento en el que será exigible si no 
concurre alguno de los supuestos previstos en el apartado 2. 
 
La enajenación de la vivienda arrendada no afectará al derecho del arrendatario a la indemnización prevista en 
este apartado, que corresponderá al adquirente que se subrogue en la posición del arrendador, siempre y 
cuando no se dé ninguna de las circunstancias recogidas en el apartado 2. 
 
2. La indemnización prevista en el apartado anterior tampoco procederá en los siguientes casos, que deberán 
hacerse constar de forma expresa, detallada y por escrito en la notificación de preaviso: 
 
a) Cuando el arrendador, siendo persona física, necesite la vivienda para destinarla a vivienda permanente 
para sí o para sus familiares hasta el segundo grado de consanguinidad o por adopción, o para su cónyuge en 
los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial. Si transcurridos tres meses 
desde la entrega de la vivienda esta no hubiera sido ocupada por las personas indicadas, salvo causa de 
fuerza mayor, el arrendatario tendrá derecho a la indemnización prevista en el apartado 1, que será exigible 
desde el momento en que transcurra dicho plazo. 
 
b) Cuando el arrendatario no haya habitado la vivienda arrendada durante más de seis meses en los doce 
anteriores a la notificación, salvo que la ausencia obedezca a causa justificada, como razones de salud, trabajo, 
estudios o cuidado de familiares, o que en ella hayan seguido habitando las personas previstas en el artículo 
7.1. 
 
c) Cuando el arrendatario disponga, en la fecha de la notificación y en el mismo municipio, de otra vivienda 
apta para atender sus necesidades, como titular del pleno dominio o de un derecho real de uso o disfrute y 
pueda ocuparla. 
 
d) Cuando las partes suscriban un nuevo contrato de arrendamiento de vivienda habitual. 
 
e) Cuando el arrendatario rechace de forma expresa o tácita una oferta fehaciente de formalización de un 
nuevo contrato de arrendamiento de vivienda habitual sobre la misma vivienda, formulada por el arrendador 
dentro del plazo de preaviso previsto en el apartado 1. 
 
Para que esta causa resulte aplicable, la oferta deberá garantizar la permanencia del arrendatario por un plazo 
mínimo de cinco años, o siete años si el arrendador fuese persona jurídica. Asimismo, el importe económico 
total de la nueva renta mensual deberá ajustarse a las reglas de determinación de la renta previstas en el 
artículo 17.6 de la presente ley, incluso cuando el inmueble no se ubique en una zona de mercado residencial 
tensionado. 
 
3. En todos aquellos supuestos en los que, tras haber manifestado el arrendador su voluntad de no prorrogar el 
contrato, finalmente las partes acuerden formalizar una prórroga voluntaria o convencional, esta no podrá ser 
inferior a los plazos previstos en el apartado primero de este artículo. 
 
4. Son nulas, y se tendrán por no puestas, las estipulaciones previstas en los acuerdos de prórroga que 
modifiquen las condiciones del contrato original en perjuicio del arrendatario, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 6 de la presente ley. 
 
5. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los que finalice el periodo 
de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el de cualquiera de las prórrogas previstas en el apartado 
primero de este artículo, y siempre que el contrato hubiera de extinguirse por haber comunicado válidamente el 
arrendador su voluntad de no prorrogarlo, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga 
extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo de un año, durante el cual se 
seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria requerirá la acreditación por parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y 
económica sobre la base de un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de 
ámbito municipal o autonómico y deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando este sea un 
gran tenedor de vivienda en los términos del artículo 3.k) de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la 
vivienda, salvo que se hubiese suscrito entre las partes un nuevo contrato de arrendamiento. Esta prórroga no 
será acumulable con otras prórrogas extraordinarias establecidas por norma con rango de ley; cuando 
concurran varias, el arrendatario podrá optar por la que le resulte más favorable, sin perjuicio de la aplicación 
preferente de la prevista en el apartado siguiente. A la finalización de esta prórroga extraordinaria, el contrato 
se extinguirá conforme a la comunicación de no prórroga que dio lugar a su aplicación, sin necesidad de una 
nueva comunicación, salvo que las partes acuerden su prórroga o suscriban un nuevo contrato de 
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arrendamiento. En ese momento será exigible, en su caso, la indemnización prevista en el apartado 1, de 
conformidad con lo dispuesto en dicho apartado y en el apartado 2. 
 
6. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley, en los que el inmueble se 
ubique en una zona de mercado residencial tensionado y dentro del periodo de vigencia de la declaración de la 
referida zona en los términos dispuestos en la legislación estatal en materia de vivienda, finalice el periodo de 
prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1 de esta ley o el de cualquiera de las prórrogas previstas en el 
apartado 1, y siempre que el contrato hubiera de extinguirse por haber comunicado válidamente el arrendador 
su voluntad de no prorrogarlo, previa solicitud del arrendatario, podrá prorrogarse de manera extraordinaria el 
contrato de arrendamiento por plazos anuales, por un periodo máximo de tres años, durante los cuales se 
seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador, salvo que se hayan fijado otros 
términos o condiciones por acuerdo entre las partes, se haya suscrito un nuevo contrato de arrendamiento con 
las limitaciones en la renta que en su caso procedan por aplicación de lo dispuesto en los apartados sexto y 
séptimo del artículo 17 de esta ley, o en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y 
condiciones establecidos en el artículo 9.3 de esta ley, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para 
destinarla a vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de consanguinidad o por adopción o 
para su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial. Esta 
prórroga es incompatible con otras prórrogas extraordinarias establecidas por norma con rango de ley y se 
aplicará con carácter preferente. A la finalización de esta prórroga extraordinaria, el contrato se extinguirá 
conforme a la comunicación de no prórroga que dio lugar a su aplicación, sin necesidad de una nueva 
comunicación, salvo que las partes acuerden su prórroga o suscriban un nuevo contrato de arrendamiento. En 
ese momento será exigible, en su caso, la indemnización prevista en el apartado 1, de conformidad con lo 
dispuesto en dicho apartado y en el apartado 2.» 

 
Real Decreto-Ley 29/2026, de 6 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la 
función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible 
 
Se modifica la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, con inicio de vigencia el 8 de octubre de 
2026, en los siguientes términos. 
 
Uno. Se modifica el artículo 2, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 2. Arrendamiento de vivienda. 
 

1. Se considera arrendamiento de vivienda habitual aquel arrendamiento que recae sobre una edificación 
habitable cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad de vivienda del arrendatario, incluido el 
arrendamiento parcial de una habitación o estancia de la vivienda. 
 
2. Las normas reguladoras del arrendamiento de vivienda se aplicarán también al mobiliario, los trasteros, las 
plazas de garaje y cualesquiera otras dependencias, espacios arrendados o servicios cedidos como accesorios 
de la finca por el mismo arrendador. 
 
3. Se entenderá por arrendamiento de vivienda temporal aquel arrendamiento que recae sobre una edificación 
habitable, incluido el arrendamiento parcial de una habitación o estancia, que venga a cubrir la necesidad de 
vivienda del arrendatario cuando éste se encuentra temporalmente desplazado de su domicilio habitual, por 
causa justificada y acreditable.» 

 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 3, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«2. Tendrán esta consideración los celebrados para ejercerse en la finca una actividad industrial, comercial, 
artesanal, profesional, asistencial, cultural o docente, cualesquiera que sean las personas que los celebren, 
quedando en todo caso excluidos los que tengan por objeto el alojamiento u hospedaje de personas.» 

 
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 4, que queda como sigue: 
 

«2. Respetando lo establecido en el apartado anterior, los arrendamientos de vivienda previstos en el artículo 2 
se regirán por los pactos, cláusulas y condiciones determinadas por la voluntad de las partes, en el marco de lo 
establecido en el título II de la presente ley y, supletoriamente, por lo dispuesto en el Código Civil.» 

 
 
 
 
 
 
 
 



LEGISFOR 

 16 

Cuatro. Se modifica la letra e), y se añade la letra f) al artículo 5, que queda redactado como sigue: 
 

«e) La cesión temporal de uso de la totalidad o parte, de acuerdo con la normativa de las administraciones 
competentes en materia turística, de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, 
comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por cualquier otro modo de comercialización o 
promoción, y realizada con finalidad lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su 
normativa sectorial turística. La duración máxima de este tipo de cesión, que será fijada por las 
administraciones competentes, no podrá en ningún caso superar los treinta y un días. 
 
f) La cesión de uso de habitaciones o estancias de una vivienda que realicen las entidades del tercer sector de 
acción social, en el marco de programas de acogida, inclusión o alojamiento de personas en situación de 
vulnerabilidad, sin finalidad lucrativa y por el tiempo de duración del programa.» 

 
Cinco. Se modifica el artículo 7, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 7. Condición de arrendamiento de vivienda habitual y de arrendamiento de vivienda temporal. 
 
1. El arrendamiento de vivienda no perderá esta condición aunque el arrendatario no tenga en la finca 
arrendada su vivienda habitual, siempre que en ella habiten su cónyuge no separado legalmente o de hecho, o 
sus hijos dependientes, o siempre que la esté ocupando en virtud de un contrato de arrendamiento de vivienda 
temporal. 
 
2. Los contratos de arrendamiento de vivienda temporal deberán prever de forma expresa la causa que motiva 
el desplazamiento temporal del arrendatario. Dicha causa deberá ser real y acreditable, recayendo sobre el 
arrendador la carga de la prueba de su existencia. La ausencia de una causa de temporalidad debidamente 
prevista en el contrato lo privará de su naturaleza temporal y comportará su sumisión al presente título en las 
mismas condiciones que los contratos de arrendamiento de vivienda habitual, con efectos retroactivos a la 
formalización del contrato.» 

 
Seis. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 9, que queda redactado como sigue: 
 

«4. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a los contratos de arrendamiento de 
vivienda temporal, que en lo relativo a su duración se regirán por lo dispuesto en el artículo 9 bis.» 

 
Siete. Se añade un nuevo artículo 9 bis, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«Artículo 9 bis. Plazo en los arrendamientos de vivienda temporal. 
 
1. En los contratos de arrendamiento de vivienda temporal la duración del arrendamiento será libremente 
pactada por las partes, debiendo ser superior a treinta y un días, y no exceder como regla general de doce 
meses, en atención a las causas que lo motiven. En caso de que el contrato se hubiera concertado por una 
duración inferior a la máxima establecida y, llegada su fecha de finalización, siguiera existiendo el motivo que 
causó la temporalidad, aquél podrá prorrogarse mediante acuerdo expreso de las partes, sin superar nunca 
como regla general la duración máxima de doce meses en conjunto, salvo que la causa de temporalidad 
subsista posteriormente. 
 
2. Siempre que la duración del arrendamiento de vivienda temporal exceda de doce meses sin justificación en 
la causa de temporalidad o se noven o sucedan más de dos contratos de arrendamiento de vivienda temporal 
de forma consecutiva, entre las mismas partes y sobre la misma vivienda, el primero se entenderá celebrado 
como un contrato de arrendamiento de vivienda habitual, y le serán de aplicación todos los preceptos previstos 
para dichos contratos, incluido el plazo mínimo y el régimen de prórrogas previstas en los artículos 9 y 10.» 

 
Ocho. Se modifica el artículo 10, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 10. Prórroga del contrato. 
 
1. Si llegada la fecha de vencimiento del contrato de arrendamiento de vivienda habitual, o de cualquiera de 
sus prórrogas, una vez transcurridos como mínimo cinco años de duración de aquel, o siete años si el 
arrendador fuese persona jurídica, ninguna de las partes hubiese notificado a la otra, al menos con cuatro 
meses de antelación a aquella fecha en el caso del arrendador y al menos con dos meses de antelación en el 
caso del arrendatario, su voluntad de no renovarlo, el contrato se prorrogará obligatoriamente por plazos 
anuales hasta un máximo de tres años más, salvo que el arrendatario manifieste al arrendador con un mes de 
antelación a la fecha de terminación de cualquiera de las anualidades, su voluntad de no renovar el contrato. 
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2. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los que finalice el periodo 
de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el periodo de prórroga tácita previsto en el artículo 10.1, 
podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria del plazo del contrato de 
arrendamiento por un periodo máximo de un año, durante el cual se seguirá aplicando los términos y 
condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria requerirá la 
acreditación por parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y económica sobre la base de 
un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de ámbito municipal o autonómico y 
deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando este sea un gran tenedor de vivienda de 
acuerdo con la definición establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, salvo que 
se hubiese suscrito entre las partes un nuevo contrato de arrendamiento. 
 
3. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley, en los que el inmueble se 
ubique en una zona de mercado residencial tensionado y dentro del periodo de vigencia de la declaración de la 
referida zona en los términos dispuestos en la legislación estatal en materia de vivienda, finalice el periodo de 
prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1 de esta ley o el periodo de prórroga tácita previsto en el apartado 
anterior, previa solicitud del arrendatario, podrá prorrogarse de manera extraordinaria el contrato de 
arrendamiento por plazos anuales, por un periodo máximo de tres años, durante los cuales se seguirán 
aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador, salvo que se hayan fijado otros 
términos o condiciones por acuerdo entre las partes, se haya suscrito un nuevo contrato de arrendamiento con 
las limitaciones en la renta que en su caso procedan por aplicación de lo dispuesto en los apartados 6 y 7 del 
artículo 17 de esta ley, o en el caso de que el arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones 
establecidos en el artículo 9.3 de esta ley, la necesidad de ocupar la vivienda arrendada para destinarla a 
vivienda permanente para sí o sus familiares en primer grado de consanguinidad o por adopción o para su 
cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad matrimonial. 
 
4. Al contrato prorrogado, le seguirá siendo de aplicación el régimen legal y convencional al que estuviera 
sometido.» 

 
Nueve. Se modifica el artículo 11, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 11. Desistimiento del contrato. 
 
1. El arrendatario podrá desistir del contrato de arrendamiento, una vez que hayan transcurrido al menos seis 
meses, siempre que se lo comunique al arrendador con una antelación mínima de treinta días. 
 
2. En los contratos de arrendamiento de vivienda temporal el arrendatario podrá desistir del contrato una vez 
que haya transcurrido al menos un mes desde su formalización, siempre que se lo comunique al arrendador 
con una antelación mínima de diez días. 
 
3. En los dos apartados anteriores el desistimiento del arrendatario así ejercido no generará derecho de 
indemnización en favor del arrendador.» 

 
Diez. Se modifican los apartados 6 y 7, y se añaden nuevos apartados 8 y 9 al artículo 17, que quedan redactados como 
sigue: 
 

«6. En los contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la presente ley en los que el inmueble se ubique 
en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la referida 
zona en los términos dispuestos en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, la renta 
pactada al inicio del nuevo contrato no podrá exceder de la última renta de contrato de arrendamiento de 
vivienda que hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, una vez aplicada la 
cláusula de actualización anual de la renta del contrato anterior. 
 
En ningún caso podrán fijarse nuevas condiciones contractuales que supongan la repercusión al arrendatario 
de cuotas, gastos generales, servicios, impuestos, tasas, cánones, contribuciones especiales u otros conceptos 
análogos que no estuviesen recogidas en el contrato anterior. 
 
Únicamente podrá incrementarse, más allá de lo que proceda de la aplicación de la cláusula de actualización 
anual de la renta del contrato anterior, en un máximo del 10 por ciento sobre la última renta de contrato de 
arrendamiento de vivienda habitual que hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, 
cuando se acredite alguno de los siguientes supuestos: 
 
a) Cuando la vivienda hubiera sido objeto de una actuación de rehabilitación en los términos previstos en el 
apartado 1 del artículo 41 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que hubiera 
finalizado en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento. 
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b) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento se 
hubieran finalizado actuaciones de rehabilitación o mejora de la vivienda en la que se haya acreditado un 
ahorro de energía primaria no renovable del 30 por ciento, a través de sendos certificados de eficiencia 
energética de la vivienda, uno posterior a la actuación y otro anterior que se hubiese registrado como máximo 
dos años antes de la fecha de la referida actuación. 
 
c) Cuando en los dos años anteriores a la fecha de la celebración del nuevo contrato de arrendamiento se 
hubieran finalizado actuaciones de mejora de la accesibilidad, debidamente acreditadas. 
 
d) Cuando el contrato de arrendamiento se firme por un periodo de diez o más años, o bien, se establezca un 
derecho de prórroga al que pueda acogerse voluntariamente el arrendatario, que le permita de manera 
potestativa prorrogar el contrato en los mismos términos y condiciones durante un periodo de diez o más años. 
 
7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en los contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a 
la presente ley en los que el arrendador sea un gran tenedor de vivienda de acuerdo con la definición 
establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda, y en los que el inmueble se ubique 
en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la referida 
zona en los términos dispuestos en la referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, la renta pactada al inicio del nuevo 
contrato no podrá exceder del límite máximo del precio aplicable conforme al sistema de índices de precios de 
referencia atendiendo a las condiciones y características de la vivienda arrendada y del edificio en que se 
ubique, sin que, en ningún caso, puedan fijarse nuevas condiciones contractuales que supongan la repercusión 
al arrendatario de cuotas, gastos generales, servicios, impuestos, tasas, cánones, contribuciones especiales u 
otros conceptos análogos que, directa o indirectamente, impliquen superar el límite máximo de renta aplicable 
conforme al sistema de índices de precios de referencia. A tal efecto, se podrán desarrollar reglamentariamente 
las bases metodológicas de dicho sistema y los protocolos de colaboración e intercambio de datos con los 
sistemas de información estatales y autonómicos de aplicación. 
 
Esta misma limitación se aplicará a los contratos de arrendamiento de vivienda en los que el inmueble se 
ubique en una zona de mercado residencial tensionado dentro del periodo de vigencia de la declaración de la 
referida zona en los términos dispuestos en la referida Ley 12/2023, de 24 de mayo, y sobre el que no hubiese 
estado vigente ningún contrato de arrendamiento de vivienda en los últimos cinco años, siempre que así se 
recoja en la resolución del Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana, al haberse justificado dicha aplicación en la 
declaración de la zona de mercado residencial tensionado. 
 
8. Cuando en una misma vivienda se celebren de forma sucesiva varios contratos de arrendamiento de 
vivienda temporal, la renta correspondiente a los posteriores no podrá suponer un incremento porcentual anual 
superior al valor correspondiente al Índice de Referencia para la Actualización Anual de los Contratos de 
Arrendamiento de Vivienda (IRAV) vigente. 
 
9. En los contratos de arrendamiento parcial por habitaciones o estancias, la suma de las rentas pactadas en 
los contratos parciales que se encuentren vigentes de forma simultánea sobre la misma vivienda no podrá 
exceder el importe de la renta del contrato de arrendamiento unitario de la vivienda completa. 
 
Si la vivienda arrendada se ubica en zona de mercado residencial tensionado, la renta del contrato unitario de 
la vivienda completa o, en defecto de este, la suma de las rentas de los contratos parciales vigentes de manera 
simultánea sobre la misma vivienda deberá respetar, en todo caso, las limitaciones previstas en los apartados 6, 
7 y 8.» 

 
Once. Se modifica el apartado 1 del artículo 18, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«1. Durante la vigencia del contrato, la renta sólo podrá ser actualizada por el arrendador o el arrendatario en la 
fecha en que se cumpla cada año de vigencia del contrato, en los términos pactados por las partes. En defecto 
de pacto expreso, no se aplicará actualización de rentas a los contratos. 
 
En caso de pacto expreso entre las partes sobre algún mecanismo de actualización de valores monetarios que 
no detalle el índice o metodología de referencia, la renta se actualizará para cada anualidad por referencia a la 
variación anual del Índice de Referencia para la Actualización Anual de los Contratos de Arrendamiento de 
Vivienda (IRAV) a fecha de cada actualización, tomando como mes de referencia para la actualización el que 
corresponda al último índice que estuviera publicado en la fecha de actualización del contrato 
 
En todo caso, el incremento producido como consecuencia de la actualización anual de la renta no podrá 
exceder del resultado de aplicar la variación porcentual experimentada por el Índice de Referencia para la 
Actualización Anual de los Contratos de Arrendamiento de Vivienda (IRAV) a fecha de cada actualización, 
tomando como mes de referencia para la actualización el que corresponda al último índice que estuviera 
publicado en la fecha de actualización del contrato.» 

 
 



LEGISFOR 

 19 

Doce. Se modifica el artículo 20, que queda redactado como sigue: 
 

«1. Las partes podrán pactar que los gastos generales para el adecuado sostenimiento del inmueble, sus 
servicios, cargas y responsabilidades que no sean susceptibles de individualización y que correspondan a la 
vivienda arrendada o a sus accesorios, sean a cargo del arrendatario. En ningún caso podrán imponerse los 
tributos asociados a la vivienda a la parte arrendataria, excepto en los supuestos en los que dicha parte tenga 
la condición de obligado tributario. 
 
En edificios en régimen de propiedad horizontal los gastos serán los que correspondan a la finca arrendada en 
función de su cuota de participación. 
 
En edificios que no se encuentren en régimen de propiedad horizontal, no se podrán imputar los gastos de 
comunidad a la parte arrendataria. 
 
Para su validez, este pacto deberá constar por escrito y determinar el importe anual de dichos gastos a la fecha 
del contrato. El pacto que se refiera a tributos no afectará a la Administración. 
 
2. Los gastos de gestión inmobiliaria y de formalización del contrato no podrán ser repercutidos al arrendatario, 
ni directa ni indirectamente, bajo ningún concepto o denominación. 
 
Se entenderá por gastos de gestión inmobiliaria y de formalización cualquiera derivado de servicios prestados 
para la preparación, formalización, gestión, novación o renovación del contrato de arrendamiento. 
 
Cualquier otro servicio no esencial para la perfección del contrato de arrendamiento sólo podrá ser a cargo del 
arrendatario si este lo ha solicitado de manera expresa por escrito, habiendo sido informado previamente de su 
carácter opcional y de su coste. 
 
3. Durante los cinco primeros años de vigencia del contrato, o durante los siete primeros años si el arrendador 
fuese persona jurídica, la suma que el arrendatario haya de abonar por el concepto a que se refiere el apartado 
1, con excepción de los tributos señalados en el apartado 1, sólo podrá incrementarse, por acuerdo de las 
partes, anualmente, y nunca en un porcentaje superior al doble de aquel en que pueda incrementarse la renta 
conforme a lo dispuesto en el artículo 18.1. 
 
4. Los gastos por servicios con que cuente la finca arrendada que se individualicen mediante aparatos 
contadores serán en todo caso de cuenta del arrendatario. 
 
5. El pago de los gastos a que se refiere el presente artículo se acreditará en la forma prevista en el artículo 
17.4.» 

 
Trece. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 21, con el siguiente tenor: 
 

«5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3, cuando existan daños o desperfectos en la vivienda que 
afecten a su habitabilidad, su seguridad o su salubridad, o en general, sean necesarias reparaciones de las 
previstas en el apartado 1, el arrendatario podrá requerir al arrendador, mediante comunicación por escrito, la 
reparación necesaria, adjuntando un presupuesto razonable para su ejecución. El arrendador dispondrá de un 
plazo de quince días naturales desde la recepción del requerimiento para aceptar el presupuesto, proponer una 
reparación alternativa o ejecutar directamente la reparación. 
 
Transcurrido dicho plazo sin respuesta o en caso de negativa injustificada, el arrendatario podrá ejecutar las 
obras necesarias y descontar su importe de las rentas futuras. El coste de la reparación deberá ser razonable y 
adecuado a los daños y desperfectos que afecten a la habitabilidad y salubridad que se pretendan subsanar y 
quedar acreditado documentalmente.» 

 
Catorce. Se añade un nuevo artículo 21 bis, que queda redactado del siguiente modo: 
 

«Artículo 21 bis. Conservación de la vivienda temporal. 
 
Corresponderá, en todo caso, al arrendador la obligación de conservar la vivienda en condiciones de 
habitabilidad para servir al uso convenido, así como las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el 
uso ordinario de la vivienda. El arrendatario deberá ponerlo en conocimiento del arrendador en el más breve 
plazo desde su detección o conocimiento, quien vendrá obligado a responder en el plazo máximo de cinco días 
hábiles, transcurridos los cuales, sin respuesta, se entenderá que el arrendatario podrá hacer las reparaciones 
necesarias, exigiendo de inmediato su importe al arrendador o, en su defecto, previa justificación al arrendador, 
descontando su importe del precio de la renta del arrendamiento del mes siguiente.» 
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Quince. Se modifica el artículo 25, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 25. Derecho de adquisición preferente. 
 
1. En caso de venta de la vivienda arrendada, tendrá el arrendatario derecho de adquisición preferente sobre la 
misma, en las condiciones previstas en los apartados siguientes. 
 
2. El arrendatario podrá ejercitar un derecho de tanteo sobre la finca arrendada en un plazo de treinta días 
naturales, a contar desde el siguiente en que se le notifique en forma fehaciente la decisión de vender la finca 
arrendada, el precio y las demás condiciones esenciales de la venta. Cuando la vivienda se venta 
conjuntamente con otras viviendas, locales, inmuebles o activos, la notificación deberá expresar el precio 
imputado a la vivienda arrendada y los criterios objetivos utilizados para su determinación. 
 
Los efectos de la notificación prevenida en el párrafo anterior caducarán a los ciento ochenta días naturales 
siguientes a la misma. 
 
3. En el caso a que se refiere el apartado anterior, podrá el arrendatario ejercitar el derecho de retracto, con 
sujeción a lo dispuesto en el artículo 1.518 del Código Civil, cuando no se le hubiese hecho la notificación 
prevenida o se hubiese omitido en ella cualquiera de los requisitos exigidos, incluidos, en su caso, el precio 
imputado a la vivienda arrendada y los criterios utilizados para su determinación, así como cuando resultase 
inferior el precio efectivo de la compraventa imputable a la vivienda arrendada o menos onerosas sus restantes 
condiciones esenciales. El derecho de retracto caducará a los treinta días naturales, contados desde el 
siguiente a la notificación que en forma fehaciente deberá hacer el adquirente al arrendatario de las 
condiciones esenciales en que se efectuó la compraventa, mediante entrega de copia de la escritura o 
documento en que fuere formalizada. 
 
4. El derecho de tanteo o retracto del arrendatario tendrá preferencia sobre cualquier otro derecho similar, 
excepto el retracto reconocido al condueño de la vivienda o el convencional que figurase inscrito en el Registro 
de la Propiedad al tiempo de celebrarse el contrato de arrendamiento. 
 
5. Para inscribir en el Registro de la Propiedad los títulos de venta de viviendas arrendadas deberá justificarse 
que han tenido lugar, en sus respectivos casos, las notificaciones prevenidas en los apartados anteriores, con 
los requisitos en ellos exigidos. Cuando la vivienda se transmita conjuntamente con otras viviendas, locales, 
inmuebles o activos, deberá hacerse constar en la escritura el precio imputado a la vivienda arrendada y los 
criterios objetivos utilizados para su determinación. Cuando la vivienda vendida no estuviese arrendada, para 
que sea inscribible la adquisición, deberá el vendedor declararlo así en la escritura, bajo la pena de falsedad en 
documento público. 
 
6. Cuando la venta recaiga, además de sobre la vivienda arrendada, sobre los demás objetos alquilados como 
accesorios de la vivienda por el mismo arrendador a que se refiere el artículo 3, no podrá el arrendatario 
ejercitar los derechos de adquisición preferente sólo sobre la vivienda. 
 
7. Los derechos de tanteo y retracto del arrendatario no decaerán por el hecho de que la vivienda arrendada se 
transmita conjuntamente con otras viviendas, locales, inmuebles o activos, siempre que la vivienda sea 
jurídicamente individualizable. 
 
A estos efectos, el precio imputable a la vivienda arrendada será el que resulte de la distribución proporcional 
del precio global de venta conforme a criterios objetivos y verificables, atendiendo preferentemente al valor de 
referencia catastral o, en su defecto, a tasación independiente. Serán ineficaces frente al arrendatario las 
asignaciones de precio que tengan por finalidad impedir u obstaculizar el ejercicio del derecho de adquisición 
preferente. 
 
En los casos de venta conjunta, de manera subsidiaria al ejercicio del arrendatario, la legislación sobre vivienda 
podrá establecer el derecho de tanteo y retracto, respecto a la totalidad del inmueble, en favor del órgano que 
designe la Administración competente en materia de vivienda, resultando de aplicación lo dispuesto en los 
apartados anteriores a los efectos de la notificación y del ejercicio de tales derechos. 
 
Si en el inmueble sólo existiera una vivienda, el arrendatario tendrá los derechos de tanteo y retracto previstos 
en este artículo. 
 
8. Las partes no podrán pactar la renuncia del arrendatario al derecho de adquisición preferente.» 

 
Dieciséis. Se modifica la letra f) del apartado 2 del artículo 27, que queda redactado como sigue: 
 

«f) Cuando la vivienda deje de estar destinada de forma primordial a satisfacer la necesidad de vivienda del 
arrendatario o de quien efectivamente la viniera ocupando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7.» 
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Diecisiete. Se modifica el apartado 5 del artículo 36, que queda redactado como sigue: 
 

«5. Las partes podrán pactar una garantía del cumplimiento por el arrendatario de sus obligaciones 
arrendaticias adicional a la fianza en metálico. 
 
En ningún caso podrá exigirse al arrendatario la contratación de seguros de impago de renta u otras coberturas 
análogas. 
 
En el caso del arrendamiento de vivienda, en contratos de hasta cinco años de duración, o de hasta siete años 
si el arrendador fuese persona jurídica, el valor de esta garantía adicional no podrá exceder de dos 
mensualidades de renta. En el caso de los arrendamientos temporales el valor de esta garantía no podrá 
exceder de una mensualidad de la renta.» 

 
Dieciocho. Se introduce un nuevo apartado 7 al artículo 36, con el siguiente tenor: 
 

«7. A la finalización del contrato, las partes deberán dejar constancia por escrito del estado de la vivienda en el 
momento de entrega de la posesión mediante un documento de finalización del arrendamiento firmado por 
ambas partes. 
 
En caso de no suscribirse el documento de finalización, o de que no se refleje en él desperfecto alguno, se 
presumirá, salvo prueba en contrario, que la vivienda fue entregada en estado adecuado de conservación.» 

 
Diecinueve. Se modifica el artículo 37, que queda redactado como sigue: 
 

«Artículo 37. Formalización del arrendamiento. 
 
1. Las partes podrán compelerse recíprocamente a la formalización por escrito del contrato de arrendamiento. 
 
En este caso, se hará constar la identidad de los contratantes, la identificación de la finca arrendada, la 
duración pactada, la renta inicial del contrato y las demás cláusulas que las partes hubieran libremente 
acordado. 
 
2. A instancia de la parte arrendataria, será obligatoria la formalización por escrito del contrato de 
arrendamiento. El incumplimiento de esta obligación no afectará en ningún caso a la validez y eficacia del 
contrato verbalmente celebrado, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que pudieren derivarse 
conforme a la legislación sectorial aplicable.» 

 
Veinte. Se modifica el título V, que queda redactado de la siguiente manera: 
 

«TÍTULO V 
 

Régimen sancionador aplicable a los efectos de la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos y el Reglamento 
(UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, sobre la recogida y el 

intercambio de datos relativos a los servicios de alquiler de alojamientos de corta duración y por el que se 
modifica el Reglamento (UE) 2018/1724 

 
Artículo 38. Sujetos responsables. 
 
1. El incumplimiento por las plataformas en línea de alquiler de corta duración de las obligaciones de suministro 
e intercambio de datos vinculadas a la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos, previstas en el Reglamento 
(UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, se regirá por lo dispuesto en el 
presente título. 
 
Lo anterior se entiende sin perjuicio de las competencias reguladoras que correspondan a las comunidades 
autónomas en materias como vivienda, turismo, consumo o urbanismo, y de las competencias que ostenten las 
administraciones públicas conforme a la legislación estatal, autonómica o local, para inspeccionar y sancionar 
las conductas relacionadas con la oferta, publicidad, intermediación, formalización o ejecución de dichos 
contratos. 
 
2. Son sujetos responsables de este régimen sancionados las plataformas en línea de alquiler de corta 
duración, de acuerdo con el Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril 
de 2024, que incurran en las infracciones tipificadas en el mismo. 
 
Artículo 39. Infracciones. 
 
Constituyen infracciones que se clasificarán en muy graves, graves y leves los actos y conductas a las que se 
refieren los artículos siguientes. 
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Artículo 40. Infracciones consideradas muy graves. 
 
Se considerará muy grave el incumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, y no 
se lleve a cabo la recogida y transmisión mensual o trimestral, según el caso, de los datos a la Ventanilla Única 
Digital de Arrendamientos. 
 
Artículo 41. Infracciones consideradas graves. 
 
Se considerará grave el incumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2024/1028 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, y se 
haga la recogida y transmisión mensual o trimestral, según el caso, pero los datos enviados no sean completos 
y exactos. 
 
Artículo 42. Infracciones consideradas leves. 
 
Se considerarán leves: 
 
a) La no interconexión con la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos a los efectos del cumplimiento de las 
obligaciones descritas en el artículo 7.1.c) del Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 11 de abril de 2024. 
 
b) El cumplimiento de la obligación descrita en el artículo 9 del Reglamento (UE) 2024/1028 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, cuando resulte de aplicación, fuera del plazo previsto 
normativamente. 
 
Artículo 43. Sanciones y medidas correctivas. 
 
1. La cuantía de las sanciones podrá incrementarse en atención a: 
 
a) La gravedad y trascendencia del hecho. 
 
b) La reincidencia, por la comisión en el término de dos años de más de una infracción de la misma naturaleza, 
cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 
 
c) El beneficio económico obtenido como consecuencia de la comisión de la infracción. 
 
d) El criterio de proporcionalidad. 
 
2. Las infracciones muy graves se sancionarán con multa de un millón de euros, pudiéndose incrementarse esa 
cantidad hasta alcanzar una cuantía equivalente al 2 % como máximo del volumen de negocio total anual 
global del ejercicio financiero anterior; las graves con multa de quinientos mil euros, pudiéndose incrementarse 
esa cantidad hasta alcanzar una cuantía equivalente al 1 % como máximo del volumen de negocio total anual 
global del ejercicio financiero anterior, y las leves con multa de cien mil euros. 
 
3. Junto con la sanción económica podrá imponerse la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
garantizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones establecidas en el Reglamento (UE) 2024/1028, 
incluyendo actuaciones de subsanación, adaptación tecnológica, auditoría de sistemas y remisión 
complementaria de información. 
 
4. Será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» la información que identifique al infractor, la 
infracción cometida y el importe de la sanción impuesta, cuando se trate de infracciones graves o muy graves y 
la sanción sea firme en vía administrativa. 
 
Artículo 44. Prescripción y caducidad. 
 
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los tres años y las leves al año. Las 
sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las impuestas 
por la comisión de infracciones graves a los tres años y las impuestas por infracciones leves al año. 
 
2. El plazo de prescripción de la infracción no comenzará a computar hasta que esta se manifieste o exteriorice 
y, en el caso de infracciones continuadas, solo cuando finalice la acción infractora o el último acto con que la 
infracción se consume. 
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3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que sea 
ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla. 
Interrumpirá la prescripción en estos supuestos la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por 
causa no imputable al infractor. En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada o de reposición 
interpuesto contra la resolución por la que se imponga la sanción, el plazo de prescripción de la sanción 
comenzará a contarse desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo legalmente previsto para la 
resolución de dichos recursos. 
 
4. Se producirá la caducidad del procedimiento sancionador en caso de no haber recaído resolución 
transcurridos nueve meses desde su iniciación. La falta de impulso de alguno de los trámites seguidos en el 
procedimiento no producirá por sí misma su caducidad. Si se acuerda la acumulación en un único 
procedimiento de infracciones que hasta entonces se tramitaban separadamente, el plazo para dictar 
resolución se contará desde el acuerdo de iniciación del último de los procedimientos incoado. 
 
Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los documentos y otros 
elementos de prueba obtenidos en dicho procedimiento, conservarán su validez y eficacia a efectos probatorios 
en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posterioridad en relación con el mismo u otro 
responsable. 
 
En cualquier caso, podrá iniciarse un procedimiento sancionador en tanto no haya prescrito la infracción, con 
independencia del momento en que hubieran finalizado las diligencias preliminares dirigidas al esclarecimiento 
de los hechos o la caducidad de un procedimiento previo sobre los mismos hechos. 
 
5. De forma complementaria a los supuestos recogidos en el artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el transcurso del plazo de nueve meses 
previsto para resolver el procedimiento se podrá suspender, mediante resolución motivada, cuando deba 
solicitarse a terceros la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios o cuando se requiera 
la cooperación o coordinación con otras entidades. A tales efectos, el tiempo de suspensión abarcará el tiempo 
que transcurra desde la remisión de la solicitud hasta la recepción de la información solicitada por el órgano 
competente para continuar el procedimiento. 
 
6. En caso de sanciones pecuniarias impuestas sobre entidades disueltas y liquidadas, la administración 
correspondiente podrá dirigirse, para el cobro de las sanciones pecuniarias impuestas a dichas entidades, 
contra los socios o partícipes que responderán solidariamente del importe de la deuda y hasta el límite del valor 
de la cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado. 
 
Artículo 45. Garantías procedimentales. 
 
No se podrá imponer sanción alguna por las infracciones tipificadas en esta ley sino en virtud de procedimiento 
instruido con arreglo a lo dispuesto en este título y, supletoriamente, en la normativa de procedimiento 
administrativo común. 
 
Artículo 46. Órganos competentes. 
 
1. Son órganos competentes para la imposición de sanciones: 
 
a) La persona titular de la Secretaría de Estado de Vivienda y Agenda Urbana, para la sanción de las 
infracciones muy graves. 
 
b) La persona titular de la Secretaría General de Agenda Urbana, Vivienda y Arquitectura, para la sanción de 
las infracciones graves. 
 
c) La persona titular de la Dirección General de Planificación y Evaluación, para la sanción de las infracciones 
leves. 
 
2. Las competencias del apartado 1 podrán ser delegadas en la medida y extensión que se considere 
conveniente, y en concreto, en órganos que tengan encomendada la tramitación automatizada de denuncias. 
 
Artículo 47. Incoación. 
 
1. El procedimiento sancionador se incoará de oficio por el órgano competente de la Secretaría de Estado de 
Vivienda y Agenda Urbana que tenga noticia de los hechos que puedan constituir infracciones tipificadas en 
esta ley, por iniciativa propia o mediante denuncia de cualquier persona que tenga conocimiento de los hechos. 
 
El procedimiento podrá iniciarse a partir de la aplicación de técnicas automatizadas de comprobación de 
información. 
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2. El acuerdo de inicio, además del contenido señalado en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, deberá contener 
una referencia a que se dispone de un plazo de veinte días naturales para efectuar el pago, con la reducción y 
las consecuencias establecidas en el artículo 49, o para formular las alegaciones y proponer las pruebas que 
estime convenientes. En este caso, se indicarán los lugares, oficinas o dependencias donde puede 
presentarlas. Si en el plazo señalado en el párrafo anterior no se han formulado alegaciones o no se ha 
abonado la multa, se indicará que el procedimiento se tendrá por concluido el día siguiente a la finalización de 
dicho plazo, conforme se establece en el artículo 50.4. 
 
3. Con carácter previo a la incoación del procedimiento sancionador por incumplimientos de carácter técnico o 
documental, el órgano competente podrá requerir la subsanación en un plazo de quince días, salvo que 
concurra dolo o reincidencia. 
 
Artículo 48. Clases de procedimiento sancionador. 
 
1. Notificado el acuerdo de inicio, ya sea en el acto o en un momento posterior, el denunciado dispondrá de un 
plazo de veinte días naturales para realizar el pago voluntario con reducción de la sanción, o para formular las 
alegaciones y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. Si se efectúa el pago de la sanción en las 
condiciones indicadas, se seguirá el procedimiento sancionador abreviado, y en caso de no hacerlo, el 
procedimiento sancionador ordinario. 
 
2. El procedimiento sancionador abreviado no será de aplicación cuando se aprecie alguna de las 
circunstancias del artículo 43.1, y ello suponga la posibilidad de incrementar la cuantía de la sanción. 
 
Artículo 49. Procedimiento sancionador abreviado. 
 
Una vez realizado el pago voluntario de la sanción dentro del plazo de veinte días naturales contados desde el 
día siguiente al de la notificación del acuerdo de inicio, concluirá el procedimiento sancionador con las 
siguientes consecuencias: 
 
a) La reducción del cincuenta por ciento del importe de la sanción. 
 
b) La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que se formulen se tendrán por no presentadas. 
 
c) La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución expresa, el día en que se realice el 
pago. 
 
d) El agotamiento de la vía administrativa, siendo recurrible únicamente ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo. 
 
e) El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se iniciará el día siguiente a aquel en que 
tenga lugar el pago. 
 
f) La firmeza de la sanción en la vía administrativa desde el momento del pago, produciendo plenos efectos 
desde el día siguiente. 
 
Artículo 50. Procedimiento sancionador ordinario. 
 
1. Notificado el acuerdo de inicio, el interesado dispondrá de un plazo de veinte días naturales para formular las 
alegaciones que tenga por conveniente y proponer o aportar las pruebas que estime oportunas. 
 
2. El instructor podrá acordar que se practiquen las pruebas que estime pertinentes para la averiguación y 
calificación de los hechos y para la determinación de las posibles responsabilidades. La denegación de la 
práctica de las pruebas deberá ser motivada, dejando constancia en el procedimiento sancionador. 
 
3. Concluida la instrucción del procedimiento sancionador, el órgano instructor elevará propuesta de resolución 
al órgano competente para sancionar para que dicte la resolución que proceda. Únicamente se dará traslado 
de la propuesta al interesado, para que pueda formular nuevas alegaciones en el plazo de quince días 
naturales, si figuran en el procedimiento sancionador o se han tenido en cuenta en la resolución otros hechos u 
otras alegaciones y pruebas diferentes a las aducidas por el interesado. 
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4. Si el denunciado no formula alegaciones ni abona el importe de la multa en el plazo de veinte días naturales 
siguientes al de la notificación del acuerdo de inicio, éste surtirá el efecto de acto resolutorio del procedimiento 
sancionador en los siguientes casos: 
 
a) Infracciones leves en todos los casos. 
 
b) Infracciones graves. En estos supuestos, la sanción podrá ejecutarse transcurridos treinta días naturales 
desde la notificación de la denuncia. 
 
5. La terminación del procedimiento pone fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día 
siguiente al transcurso de los treinta días antes indicados. 
 
Artículo 51. Recursos en el procedimiento sancionador ordinario. 
 
1. La resolución sancionadora pondrá fin a la vía administrativa y la sanción se podrá ejecutar desde el día 
siguiente a aquel en que se notifique al interesado, produciendo plenos efectos, o, en su caso, una vez haya 
transcurrido el plazo indicado en el artículo 51.4. 
 
2. Contra las resoluciones sancionadoras, podrá interponerse recurso de reposición, con carácter potestativo, 
en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de su notificación. El recurso se interpondrá ante el 
órgano que dictó la resolución sancionadora, que será el competente para resolverlo. 
 
3. La interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado ni la de la sanción, 
si fuera calificada como leve. En el caso de que el recurrente solicite la suspensión de la ejecución, ésta se 
entenderá denegada transcurrido el plazo de un mes desde la solicitud sin que se haya resuelto. 
 
4. No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso hechos, documentos y alegaciones del recurrente que 
pudieran haber sido aportados en el procedimiento originario. 
 
5. El recurso de reposición regulado en este artículo se entenderá desestimado si no recae resolución expresa 
en el plazo de un mes, quedando expedita la vía contencioso-administrativa.» 

 
Veintiuno. Se añade una nueva disposición adicional duodécima, con el siguiente contenido: 
 

«Disposición adicional duodécima. Respecto a la legislación autonómica. 
 
1. La presente ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva que el artículo 149.1.8.º de la Constitución 
Española otorga al Estado en materia de legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y 
desarrollo por las comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan, 
como en la Comunidad Autónoma de Cataluña, y sin perjuicio, asimismo, de las competencias de las 
comunidades autónomas en materia de vivienda y de las normas dictadas por las mismas en ejercicio de las 
competencias anteriormente mencionadas. 
 
2. En particular, las previsiones de esta ley relativas al arrendamiento de vivienda temporal y de habitaciones o 
estancias de una vivienda se entienden sin perjuicio de las disposiciones que, en ejercicio de las competencias 
a que se refiere el apartado anterior, hayan dictado o dicten las comunidades autónomas, que serán de 
aplicación en su respectivo ámbito territorial.» 

 
Veintidós. Se añade una nueva disposición transitoria octava, con el siguiente contenido: 
 

«Disposición transitoria octava. Régimen de los contratos de temporada o de vivienda temporal formalizados 
antes de la entrada en vigor del Real Decreto-ley 29/2026, de 6 de octubre, por el que se adoptan medidas 
urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de la oferta de vivienda asequible. 
 
1. Los contratos de arrendamiento por temporada, de vivienda temporal, y los de similar naturaleza sometidos a 
la presente ley, celebrados con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 29/2026, de 6 de octubre, 
por el que se adoptan medidas urgentes para la protección de la función social de la vivienda y la ampliación de 
la oferta de vivienda asequible, continuarán gozando de la consideración de contratos de arrendamiento para 
uso distinto del de vivienda y rigiéndose por lo establecido en el régimen jurídico que les era de aplicación 
hasta la finalización del plazo de duración pactado en el propio contrato, alcanzado el cual quedarán 
extinguidos sin posibilidad de prórroga. 
 
2. El arrendamiento temporal renovado se regirá por lo dispuesto en la presente ley para los arrendamientos de 
vivienda temporal.» 

 
 
 


